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Veinticinco años 
de mercado de trabajo

en España.

La Constitución Española de 1978 marca el inicio de las relaciones la-
borales democráticas en la España moderna. Con su posterior des-
arrollo legislativo, nuestro país pasó de tener un mercado de trabajo

completamente regulado e intervenido
por los poderes públicos, a un mercado
de trabajo donde los agentes sociales,
asociaciones patronales y sindicatos des-
empeñan un papel fundamental en la or-
ganización y ejecución de las relaciones
laborales.

El año de aprobación de la Constitución
Española coincide con el inicio de un pe-
ríodo convulso en el mercado de trabajo
español. Desde entonces, el mercado de
trabajo español ha tenido que hacer fren-
te a variadas perturbaciones macroeconó-
micas, a cambios institucionales sucesivos

JUAN FRANCISCO JIMENO SERRANO
Universidad de Alcalá y FEDEA

ANA CAROLINA ORTEGA MASAGUÉ
Universidad de Alcalá

y, a veces, contradictorios, y a variaciones
considerables en la composición de la
población española y en sus pautas de
participación laboral. Una simple mirada
a la evolución de la tasa de desempleo
(alrededor del 7% en 1978, un 21% en
1984, un 16% en 1990, casi un 25% en
1994, y un 11% en la actualidad) pone de
manifiesto que el funcionamiento del
mercado de trabajo ha estado sometido a
tensiones notables durante estos últimos
25 años.

El principal objetivo de las páginas si-
guientes es documentar estas tensiones.

Este trabajo se realiza en cuatro etapas.
En primer lugar, se describen las princi-
pales normas constitucionales referidas a
cuestiones laborales y la situación institu-
cional que ha resultado del desarrollo le-
gislativo y la implementación práctica de
dichas normas. A continuación se presen-
ta la evolución de las principales varia-
bles del mercado de trabajo durante este
período y se ofrece una explicación de la
evolución del desempleo basada en la
conjunción de ciertas perturbaciones ma-
croeconómicas con un escenario institu-
cional que determinó la forma en que el
mercado de trabajo acomodó dichas per-



turbaciones. Finalmente, se resaltan los
principales retos que el mercado de tra-
bajo español tendrá que hacer frente en
los próximos 25 años. 

Principales normas
constitucionales 
sobre materia laboral 
y su práctica

Las principales normas constitucionales
en materia laboral se refieren a:

■ El reconocimiento de la autonomía de
los sindicatos de trabajadores y de las
asociaciones empresariales para defender
y promover los intereses económicos y
sociales que les son propios (artículo 7).

■ El derecho a la libertad de asociación sin-
dical y el derecho de huelga (artículo 28).

■ El derecho al trabajo, a la libre elección
de profesión y ocupación y a una remu-
neración suficiente (artículo 35).

■ El derecho a la negociación colectiva
(artículo 37).

■ La existencia de un régimen público de
Seguridad Social para todos los ciudada-
nos que garantice la asistencia y presta-
ciones sociales suficientes ante situacio-
nes de necesidad, especialmente en caso
de desempleo (artículo 41).

■ La competencia estatal exclusiva en
materia de legislación laboral (artículo
149).

Estas normas constitucionales han sido
desarrolladas en varias leyes fundamenta-
les que, a su vez, han sido reformadas en
diversas ocasiones. Como resultado de es-
tas reformas, las instituciones del mercado
de trabajo español han ido cambiando a
lo largo de estos años de democracia. A
continuación comentamos brevemente
las principales características de tres ele-
mentos fundamentales en la configura-
ción institucional del mercado de trabajo,
la negociación colectiva, las prestaciones
por desempleo y la legislación sobre pro-
tección al empleo (1).

La negociación colectiva

El derecho constitucional a la negocia-
ción colectiva fue regulado legalmente
mediante la Ley del Estatuto de los Traba-
jadores (1980) y la Ley Orgánica de Liber-
tad Sindical (1985). Con estas leyes se pa-
só de un sistema de relaciones laborales
en que la intervención pública determina-
ba todos sus aspectos a otro en que la
negociación autónoma entre las partes
tiene un mayor protagonismo, aun cuan-
do el Gobierno regule los principios bási-
cos que rigen dicha negociación (2).

Los elementos básicos de la regulación
de la negociación colectiva se refieren a
la determinación de los representantes de
las partes y su legitimidad para negociar
convenios colectivos, a la eficacia general
automática de los convenios de ámbito
superior a la empresa y a la extensión
temporal de su aplicación. 

Con respecto al primer principio, se optó
por primar la legitimidad de las organiza-
ciones sindicales y patronales para nego-
ciar. Esto se logró mediante la combina-
ción de tres elementos: a) la audiencia
electoral, es decir, el uso de los resulta-
dos de elecciones en las empresas, en lu-
gar de la afiliación, como medida de la
representatividad sindical; b) el reconoci-
miento de sindicato más representativo, o
en otras palabras, el derecho para nego-

ciar en los ámbitos geográfico y sectorial
de los sindicatos que acrediten la obten-
ción de al menos un 10% del conjunto de
los representantes elegidos, tanto en el
ámbito nacional como sectorial (o del
15%, en el ámbito autonómico), y c) los
conflictos de concurrencia, que prohíben
que convenios de ámbito inferior modifi-
quen contenidos ya incluidos en otros
convenios de ámbito superior. 

Estos elementos de la negociación colec-
tiva se completan con el principio de efi-
cacia general automática y el principio
de la ultraactividad. El principio de efi-
cacia general automática establece que
todo convenio de ámbito superior a la
empresa ha de ser aplicado por todas las
empresas, y dentro de éstas a todos los
trabajadores que formen parte del ámbito
geográfico y sectorial correspondiente, lo
que ha tendido a favorecer a las grandes
organizaciones sindicales y empresariales.
El principio de ultraactividad supone la
extensión temporal indefinida de las dis-
posiciones normativas de los convenios
colectivos. 

Durante la década de los noventa han te-
nido lugar una reforma del Estatuto de
los Trabajadores, en 1994, y un acuerdo
entre las cúpulas sindicales y patronales
para reformar la negociación colectiva,
en 1997. Sin embargo, los cambios nor-
mativos no han sido muy relevantes. 

La reforma de 1994 pretendió ampliar los
contenidos de la negociación colectiva,
permitiendo que condiciones laborales an-
teriormente reguladas por ley pudieran ser
objeto de negociación. Al mismo tiempo,
se intentó fomentar la descentralización de
la negociación colectiva, estableciendo la
obligación de incluir las condiciones que
habilitan el descuelgue en todo convenio
de ámbito superior a la empresa, esto es,
las condiciones bajo las cuales éste puede
no aplicarse. Por último, se buscó estable-
cer un marco de relaciones laborales autó-
nomo, haciendo posible que convenios de
ámbito sectorial-provincial o sectorial-au-
tonómico puedan establecer condiciones
diferentes a las establecidas por convenios
colectivos regionales o nacionales, respec-
tivamente, del mismo sector. Esto es, se
otorgó prioridad a los convenios de ámbi-
to inferior, salvo los de empresa, frente a
los de ámbito superior, permitiendo así la
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concurrencia de convenios de distintos
ámbitos que se solapan.

En la práctica, los efectos de esta reforma
fueron muy limitados. Existe evidencia
de que las cláusulas de descuelgue no se
llegaron a pactar en muchos convenios,
o, cuando se pactaron, tuvieron un con-
tenido que las hizo poco operativas. Una
interpretación muy extendida entre los
economistas es que parte de la modera-
ción salarial observada en la negociación
colectiva tras la reforma de 1994 se debió
al acuerdo entre las partes para que el
empresario no aplicara las posibilidades
que la reforma abría a la movilidad fun-
cional y geográfica a cambio de dicha
moderación.

El acuerdo de 1997 tuvo, por su parte, dos
objetivos diferenciados. En primer lugar,
propugnaba potenciar los convenios na-
cionales por rama de actividad como pieza
central de la negociación. En segundo lu-
gar, recomendaba una determinada distri-
bución de materias por ámbitos de nego-
ciación. Este acuerdo no ha tenido, hasta
la fecha, ninguna plasmación normativa,
por lo que ha cambiado poco la estructura
de la negociación colectiva.

Así, durante los últimos 25 años distintas
condiciones de empleo se han determina-
do mediante negociación colectiva entre
los empresarios o sus representantes, por
un lado, y los representantes de los traba-
jadores, por otro. La  estructura de dicha
negociación colectiva se ha caracterizado
por una centralización intermedia-alta: en
el año 2000 los convenios de ámbito su-
perior a la empresa cubrían alrededor del
80% de los asalariados con derecho a ne-
gociación, en tanto que los de empresa
apenas cubrían alrededor de un 11%, ne-
gociándose predominantemente al nivel
del sector económico. Además, existe
una gran fragmentación geográfica, al ha-
ber más de 1.400 convenios de ámbito
superior a la empresa, de los cuales más
de 1.000 son provinciales, habiendo una
escasa articulación entre los distintos ám-
bitos de negociación.

Los requisitos de legitimidad han condu-
cido a que la negociación colectiva esté
excesivamente concentrada en un reduci-
do número de agentes sociales, cuya re-
presentatividad es limitada. En particular,

en España existen sólo una organización
empresarial y dos sindicatos mayoritarios,
que representan, en su mayor parte, a las
grandes empresas y a sus trabajadores.
De hecho, las elecciones sindicales sólo
tienen lugar en las empresas de más de
diez trabajadores (siendo optativas en las
de seis a diez trabajadores), de forma que
las pequeñas y medianas empresas y sus
trabajadores están peor representados. Lo
mismo sucede con los afiliados de sindi-
catos menores. La tasa de afiliación sindi-
cal es muy reducida (y con tendencia a la
baja) porque, dada la eficacia general de
los convenios colectivos, los trabajadores
tienen pocos incentivos para afiliarse. Co-
mo consecuencia, la densidad sindical no
resulta un indicador adecuado de la im-
portancia de los sindicatos. 

En España, la ley establece un salario mí-
nimo interprofesional. Adicionalmente,
los acuerdos de negociación colectiva es-
tablecen salarios mínimos de entrada por
encima del salario mínimo legal. La exis-
tencia de ambos tipos de salario parece
explicar algunos hechos observados. En
primer lugar, y en lo que respecta a la dis-
persión salarial, se da un alto grado de
homogeneidad, tanto en los niveles de las
remuneraciones salariales como en sus ta-
sas de crecimiento a lo largo del tiempo.
En segundo lugar, la compresión de la es-
tructura salarial se produce especialmente
por la elevación de la parte inferior de la

distribución de salarios, estableciéndose
salarios relativamente altos en relación
con su productividad para grupos de tra-
bajadores como los jóvenes y los menos
cualificados, que, en consecuencia, se ven
obligados a soportar elevadas tasas de pa-
ro. Finalmente, las empresas encuentran
dificultades para adaptarse a las circuns-
tancias específicas a las que se enfrentan.

La protección por desempleo

En España, el derecho constitucional que
garantiza asistencia y prestaciones sociales
suficientes en caso de desempleo ha con-
ducido, al igual que en la mayoría de los
países europeos, a la implementación de
dos tipos de beneficios por desempleo: las
prestaciones contributivas y las prestacio-
nes asistenciales (3). Por un lado, el sistema
contributivo paga beneficios a los trabaja-
dores que han contribuido previamente
cuando estaban empleados. En 1984, y con
un peso igual al salario mínimo, la tasa de
reposición era igual a un 80% del salario
durante el primer semestre de desempleo,
reduciéndose hasta un 70% durante el se-
gundo semestre, para caer finalmente a un
60%. La duración de la prestación era igual
a la mitad del tiempo acumulado de traba-
jo anterior al desempleo, con un máximo
de dos años. Se exigía, además, haber esta-
do empleado, al menos, durante seis me-
ses en los últimos cuatro años. 
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Por otro lado, el sistema asistencial garan-
tizaba un ingreso complementario a aque-
llos trabajadores que hubieran agotado las
prestaciones contributivas, no calificaran
para recibirlas, o tuvieran más de 55 años,
con cargas familiares y cuyo ingreso fami-
liar medio no superara el salario mínimo.
El pago consistía en un 75% del salario
mínimo por un período de hasta 18 me-
ses, extendiéndose indefinidamente para
aquellos trabajadores mayores de 55 años.

A partir de 1989, y en relación con los be-
neficios asistenciales, comenzaron a apli-
carse unas condiciones más generosas.
Los requisitos de elegibilidad fueron mo-
dificados para incluir a aquellos trabaja-
dores cuya edad superase los 45 años y
cuyo ingreso familiar medio no superase
el 75% del salario mínimo. La duración
máxima se prolongó hasta un período de
dos años, extendiéndose los beneficios
hasta la edad de jubilación para aquellos
trabajadores mayores de 52 años que
cumplieran con todos los requisitos para
su retiro, excepto la edad.

El fuerte crecimiento del gasto en protec-
ción del desempleo iniciado en 1988 y
acelerado en 1990 y 1991 condujo a que
en 1992 se produjeran algunos recortes
en el sistema contributivo. Así, el salario
de reposición fue rebajado hasta un 70%
durante los primeros seis meses y hasta
un 60% en adelante, sujeto a un piso del
75% del salario mínimo y a un techo rela-
cionado con el número de personas a
cargo, mientras que la duración de la
prestación cayó a un tercio del período
previo de ocupación, debiendo haber es-
tado empleado al menos 12 meses en los
últimos seis años. Pese a todo, el gasto en
prestaciones por desempleo alcanzó en
1993 la cifra record del 3,5% del PIB, lo
que condujo a que ese mismo año se
consideraran los ingresos por prestacio-
nes como rentas sujetas al IRPF.

Existe, además, un sistema asistencial espe-
cial para los trabajadores agrícolas tempora-
les en las regiones de Andalucía y Extrema-
dura. Dichos trabajadores reciben el 75%
del salario mínimo por un período de entre
90 y 300 días al año (dependiendo del nú-
mero y edad de las personas a su cargo),
siempre y cuando hayan estado empleados
al menos 40 días (20 días si ya se encontra-
ban en el sistema en el año 1983).

Durante el período 1980-1993, la tasa de co-
bertura por desempleo evidenció un fuerte
aumento, llegándose a duplicar en el trans-
curso de estos años. La reforma de 1992 fue,
en parte, responsable de su posterior caída.

La legislación sobre
protección al empleo

En cuanto a la legislación sobre protec-
ción al empleo, el mercado de trabajo es-
pañol se ha caracterizado por cambios
sustanciales en los últimos 25 años, en
particular, respecto a los despidos indivi-
duales y colectivos.

En el caso de despidos individuales, y salvo
que las causas del despido sean disciplina-
rias, los trabajadores con contrato indefini-
do tienen derecho a una indemnización de
20 días de salario por año de servicio, con
un máximo de 12 mensualidades. Los tra-
bajadores no conformes con sus despidos
pueden apelar ante las Magistraturas de
Trabajo. Cuando la empresa no pueda
aportar pruebas suficientes que justifiquen
dichos despidos, éstos pueden ser declara-
dos improcedentes, en cuyo caso la indem-
nización se eleva a 45 días de salario por
año de servicio, con un máximo de 42
mensualidades. Además, bajo determinadas
circunstancias, la empresa debe abonar a
los trabajadores los salarios de tramitación.
En la práctica, la dificultad de justificar ante
las Magistraturas de Trabajo las causas de
los despidos ha llevado a que las sentencias
resulten, en su mayoría, favorables a los
empleados. Como consecuencia, gran parte
de los despidos son resueltos antes de lle-
gar a las Magistraturas de Trabajo, mediante
acuerdos entre las partes, en los cuales se
establece una indemnización cercana a la
de un despido improcedente.

Los despidos colectivos, como propor-
ción del total de despidos, representan
sólo una minoría (18% en 1996) e involu-
cran una indemnización legal de 20 días
de salario por año de servicio. Además,
estos despidos requieren una autoriza-
ción administrativa previa, y por tanto, no
pueden ser declarados improcedentes.
Sin embargo, dicha autorización adminis-
trativa sólo es otorgada previo acuerdo
entre la empresa y los sindicatos, alcanza-
do éste muchas veces mediante un au-
mento del monto de la indemnización. 

A finales de 1984, y con el objetivo de fo-
mentar el empleo, se introdujeron nuevos
contratos temporales aplicables a todas
las actividades, sean éstas temporales o
no, eliminando toda restricción de causa-
lidad. En otras palabras, la mencionada
reforma liberalizó el uso de los contratos
temporales. Dichos contratos, cuya dura-
ción máxima era de tres años, se caracte-
rizaban, bien por una indemnización de
12 días de salario por año trabajado, en
caso de que el contrato finalizara antes
de término, no pudiendo ser apelado an-
te Magistratura, o bien por ninguna in-
demnización, cuando la desvinculación
tuviera lugar en la fecha pactada.

Como resultado de esta reforma, la tasa
de temporalidad pasó del 10% del total
de asalariados durante los años ochenta a
más del 30% a comienzos de los años no-
venta, triplicando la media de la Unión
Europea. Entre 1985 y 1994, más del 95%
de los nuevos contratos correspondieron
a esta modalidad, cuando con anteriori-
dad dicho porcentaje se reducía a poco
más del 10%. La tasa de conversión de
contratos temporales en permanentes fue
de apenas el 10%. Esto introdujo una alta
flexibilidad en la adaptación de las planti-
llas de las empresas a las condiciones cí-
clicas: la elasticidad del empleo al PIB,
que antes de la reforma era de 0,15 (la
mitad que en la UE), pasó en 1985 a ser
del 0,7 (el doble que en la UE).

La explicación a la alta tasa de temporali-
dad resultante se encuentra presumible-
mente en el menor coste que para la em-
presa representaba un contrato temporal
frente a uno indefinido. Una parte del di-
ferencial de costes entre ambos tipos de
contratos venía explicada por una cierta
discriminación salarial en los contratos
temporales, mientras que la restante se de-
bía a la diferencia de costes de rescisión
contractual: fijos, ciertos y muy inferiores
en los temporales. Es decir, los contratos
temporales no sólo ahorraban días de in-
demnización por año trabajado, sino que
también eliminaban prácticamente los cos-
tes de tramitación, que incluían el abono
de los salarios de tramitación, y la incerti-
dumbre sobre la calificación final del des-
pido en Magistratura.

El principal problema que generó la liberali-
zación de los contratos temporales fue la

J. F. JIMENO SERRANO / A. ORTEGA MASAGUÉ

ECONOMÍA INDUSTRIAL N.os 349-350 • 2003 / I y II

106



dualización y segmentación excesiva del
empleo entre permanentes y temporales, te-
niendo esto un doble efecto perjudicial so-
bre el funcionamiento del mercado de tra-
bajo. Por un lado, ante la alta tasa de
rotación, los trabajadores con contratos tem-
porales se veían abocados a una dilatada al-
ternancia de situaciones de empleo tempo-
ral-paro-nuevo empleo temporal que les
discriminaba tanto en términos de ingresos
como de seguridad, y que conducía a que
las empresas no invirtieran en su formación.
Por otro lado, resultó favorecida una nego-
ciación colectiva en virtud de la cual los tra-
bajadores con contrato indefinido (insiders)
negociaban los convenios, siendo su objeti-
vo mejorar el salario real de los ocupados,
mientras que los temporales (outsiders) su-
frían los eventuales ajustes en el empleo, al
ser sus costes de despido inferiores.

A la luz de las anteriores preocupaciones,
la reforma que entró en vigor a mediados
de 1994 implicó un cambio de dirección, al
perseguir como uno de sus objetivos prin-
cipales reducir la tasa de temporalidad. Las
nuevas regulaciones volvieron a limitar el
uso de la contratación temporal a puestos
de trabajo de dicha naturaleza, recuperan-
do el principio de causalidad de la misma.
En la práctica, sin embargo, las empresas
continuaron empleando trabajadores bajo
la modalidad de contratación temporal,
cualquiera que fuera el tipo de trabajo.
Además, la reforma de 1994, en un intento
por rebajar los costes de despido que so-
portaban las empresas, flexibilizó las con-
diciones de salida del mercado de trabajo.

Para ello añadió, a las causas objetivas de
despido procedente ya reconocidas, las
basadas en motivos económicos, entendi-
das como situaciones en que, aunque no
hubiera motivos tecnológicos, organizati-
vos o de producción para el despido, las
perspectivas futuras de la empresa en el
mercado justificaban la reducción de
plantilla. Con ello se intentaba lograr que
el porcentaje de calificaciones improce-
dentes de los casos que acababan en sen-
tencia de las Magistraturas de Trabajo se
redujera. Sin embargo, el éxito fue esca-
so, debido, de nuevo, a la dificultad de
valorar la existencia o no de una causa
real que justificase el despido.

La falta de eficacia de esta última medida
llevó a una nueva reforma en junio de

1997. Al igual que con la reforma anterior,
el propósito de la reforma de 1997 era la
disminución de la tasa de temporalidad. Pa-
ra ello se creó un nuevo contrato indefini-
do, dirigido a cinco grupos de trabajadores:
jóvenes entre 18 y 29 años, trabajadores de
más de 45 años, desempleados de larga du-
ración (más de un año de desempleo regis-
trado), mujeres subrepresentadas en sus
ocupaciones y trabajadores discapacitados.

Este contrato era aplicable tanto a los
nuevos contratos indefinidos firmados co-
mo a la conversión de contratos tempora-
les en indefinidos. Además, incluía una
indemnización por despido improcedente
de 33 días de salario por año trabajado,
con un máximo de 24 mensualidades, así
como menores contribuciones a la Segu-
ridad Social (con reducciones de entre un
40% y un 90%, que, en algunos casos, in-
cluso aumentaban después del segundo
año de empleo) (4). Los trabajadores en-
tre 30 y 45 años que hubieran perdido un
trabajo indefinido, permaneciendo des-
empleados durante menos de un año,
quedaban excluidos, dado que, por razo-
nes legales, un nuevo contrato no puede
tener cobertura universal.

En cuanto a la calificación del despido pro-
cedente, se siguió la inútil estrategia inicia-
da en 1994 de añadir como causa objetiva
la posición competitiva de la empresa en el
mercado o las exigencias de la demanda.

Si el éxito relativo de la reforma se mide
en términos de la reducción de la tasa de
temporalidad, parece que la de 1997 tuvo
mayor éxito que la de 1994. No obstante,
la disminución de la temporalidad ha sido
muy débil, porque persisten los contratos
temporales ordinarios con una duración
inferior a los introducidos por la reforma
de 1994, lo que ha conducido a un au-
mento de la tasa de rotación del empleo
temporal y a una menor duración media. 

Las instituciones del mercado
de trabajo español 
en perspectiva internacional

Para poner en perspectiva internacional
la configuración institucional del merca-
do de trabajo español, el gráfico 1 pre-
senta la evolución de cinco indicadores
de las instituciones del mercado de tra-
bajo antes analizadas para España y los
cuatro mayores países de la Unión Euro-
pea (la UE4 —Francia, Alemania, Italia y
el Reino Unido—) durante el período
1978-1995 (5).

En primer lugar, se observa, por un lado,
que la tasa de afiliación sindical ha sido
menor en España, al alcanzar, en prome-
dio, un 13% de los asalariados, mientras
que en los países de la UE4 ascendió, en
promedio, a un 35% de los asalariados. Sin
embargo, como ya se mencionara anterior-
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mente, esta variable no resulta una buena
medida del poder de negociación de los
sindicatos españoles, dados los escasos in-
centivos de los trabajadores a afiliarse. Por
otro lado, el indicador de coordinación en
la negociación presenta valores similares
para España y los países de la UE4. En se-
gundo lugar, la tasa de reposición de los
beneficios por desempleo ascendió, en
promedio, a un 71% del salario en España,
mientras que apenas alcanzó un 34% del
salario en los países de la UE4. Por el con-
trario, el índice de duración del beneficio
por desempleo señala que la misma es me-
nos prolongada en el territorio nacional. En
tercer lugar, la rigidez de la legislación so-
bre protección del empleo en España du-
rante el período considerado ha sido nota-
blemente superior a la de los países de la
UE4. Finalmente, para todas las medidas, se
evidencia una convergencia de España ha-
cia los países de la UE4 en los últimos años.

Una descripción de la
evolución de la población
activa y del empleo 
en España. 1978-2003
Durante los últimos 25 años el mercado de
trabajo español ha sufrido una transforma-
ción considerable. En 1978 la población es-
pañola mayor de 16 años era de alrededor
de 26 millones de personas, las tasas de ac-
tividad eran del 75% para los varones y de
un 28% para las mujeres, mientras que las
tasas desempleo eran del 6,3% para los va-
rones y del 4,8% para las mujeres. Por tan-
to, de cada 100 varones mayores de 16
años, alrededor de 70 tenían un empleo,
mientras que en el caso de las mujeres la
tasa de empleo, medida en relación con la
población mayor de 16 años, era del 26%. 

En la actualidad, la población mayor de
16 años es de más de 34 millones de per-
sonas, siendo las tasas de actividad y de
desempleo del 68% y del 9%, respectiva-
mente, en el caso de los varones, y del
44,5% y del 18,4%, respectivamente, en el
caso de las mujeres. Así pues, en la actua-
lidad, de cada 100 varones mayores de 16
años, alrededor de 62 tienen un empleo
remunerado, mientras que en el caso de
las mujeres este porcentaje es del 36%.
En definitiva, las tasas de empleo y de ac-

tividad han disminuido notablemente en
el caso de los varones, mientras que las
diferencias por sexo a estos respectos se
han reducido notablemente (6).

Los cambios en el mercado de trabajo es-
pañol no se limitan al tamaño de  la po-
blación y a su situación laboral. También
la composición de la oferta y la composi-
ción de la demanda de trabajo han varia-
do considerablemente. En la actualidad, la
población mayor de 16 años residente en
España está más envejecida y tiene nive-
les educativos más altos que dicha pobla-
ción en 1978. También, debido al aumen-
to de la inmigración desde principios de
los años 1990, el porcentaje de extranjeros
ha aumentado hasta el 3,8%.  Así, el peso
de la población joven (16 a 24 años) en la
población mayor de 16 años ha caído en
seis puntos porcentuales (del 20% al 14%
aproximadamente), mientras que el peso
de la población de 45 a 64 años ha au-
mentado en casi cuatro puntos porcentua-
les (de alrededor del 27% a casi el 31%). 

Por lo que se refiere al nivel educativo, el
porcentaje de la población española ma-
yor de 16 años que tiene al menos estu-
dios secundarios ha aumentado en 45
puntos porcentuales, siendo este aumento
especialmente notable entre las mujeres y,
en particular, en los niveles educativos
más elevados (estudios universitarios).

Por el lado de la demanda de trabajo, se
ha producido una intensa reasignación
sectorial, ocupacional y geográfica del
empleo. En 1978, un 20% del empleo era
agrícola, casi un 28% era empleo indus-
trial y un 42,5% de los ocupados estaban
en el sector servicios, representando los
ocupados en servicios públicos un 9% del
total. En la actualidad, el empleo agrícola
representa menos del 6% del empleo to-
tal, el industrial menos del 19%, mientras
que el empleo en el sector servicios re-
presenta casi el 64%, siendo el empleo en
servicios públicos el que ha experimenta-
do un mayor aumento, hasta superar el
18% del empleo total.
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GRÁFICO 1
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Por lo que se refiere a las ocupaciones, en
1978 los trabajadores no manuales repre-
sentaban alrededor del 35% del total (un
16% no cualificados y un 19% cualifica-
dos), mientras que los trabajadores manua-
les poco cualificados representaban más
del 17% del empleo total. En 2003 los tra-
bajadores no manuales representan alrede-
dor del 55% del total (un 24% poco cualifi-
cados y un 31% cualificados), mientras que
los trabajadores manuales poco cualifica-
dos representan un 20% del empleo total.
Por lo que se refiere a la situación profe-
sional, ha aumentado el porcentaje de em-
pleadores (del 3,5% al 5,5%), de los asala-
riados del sector privado (del 59% al 65%)
y de los asalariados del sector público (del
12% al 16%), mientras que han disminuido
los porcentajes de trabajadores autónomos
agrícolas (del 8,5% a alrededor del 2%) y
de las ayudas familiares (del 8,5% al 1,5%). 

En relación con la distribución provincial
del empleo, las provincias que más han au-
mentado su peso en el conjunto del em-
pleo nacional durante el período 1977-2001
son Madrid (del 12,3% al 14,1%), Las Pal-
mas (del 1,6% al 2,3%), Alicante (del 3,06%
al 3,74%), Málaga (del 2,2 al 2,85%) y Sevi-
lla (del 3,03% al 3,64%), mientras que las
que más han disminuido dicho peso son
Asturias (del 3,28% al 2,29%), Orense (del
1,69% al 0,83%), Pontevedra (del 3,07% al
2,26%), Lugo (del 1,67% al 0,93%) y León
(del 1,69% al 1,07%). En otras palabras, se
ha producido un claro desplazamiento del
empleo hacia Madrid y las provincias situa-
das en el este-noreste de la Península.

Por último, analizando los datos sobre par-
ticipación de los salarios en la renta nacio-
nal, observamos que ésta presenta una
tendencia claramente negativa. En concre-
to, ha pasado de representar un 75% del
PIB total de la economía en el año 1978 a
representar apenas un 66% en el año 2003.
La tendencia ha sido similar en los países
de la Unión Europea, aunque ligeramente
menos acentuada (gráfico 2).

Una explicación de la
evolución del desempleo
en España. 1978-2003

En los últimos 25 años el desempleo en
España se ha caracterizado, entre otras

Los diferenciales de desempleo entre los
distintos grupos poblacionales están rela-
cionados con cambios en la demanda rela-
tiva y en la oferta de cada uno de ellos.
Por el lado de la demanda, se destacan el
comercio internacional, las perturbaciones
macroeconómicas y un progreso tecnoló-
gico sesgado hacia la demanda de trabaja-
dores cualificados. Por el lado de la oferta,
se pueden argumentar determinadas espe-
cificidades en el caso español. En particu-
lar, el baby boom tuvo lugar en España
más tarde que en la UE4, mientras que la
participación de los jóvenes ha disminuido
recientemente; el boom educativo también
tuvo lugar más tarde; y la participación la-
boral femenina aumentó, reduciendo la
brecha con la tasa masculina en un 40%.  

Durante el último cuarto de siglo, la tasa
de desempleo en España ha sido la mayor
entre los países de la OCDE. Una posible
explicación a esta evolución tan dispar del
desempleo español con relación al resto
de economías desarrolladas puede encon-
trarse en un análisis conjunto de las pertur-
baciones macroeconómicas y las institucio-
nes del mercado de trabajo. Así, parecería
lógico considerar que el comportamiento
diferencial del desempleo en España tiene
su origen en perturbaciones negativas asi-
métricas que interactúan con instituciones
estándar, perturbaciones simétricas que
interactúan con instituciones favorecedoras
del desempleo, o perturbaciones e institu-
ciones negativas asimétricas.

Ésta es la línea seguida por Bentolila y Ji-
meno (2003), quienes utilizan el modelo
de desempleo de equilibrio de Blanchard
y Wolfers (2000). Sus resultados sugieren
que la explicación del aumento del des-
empleo en España desde 1975 hasta 1995
se basa en el hecho de que España posee
un conjunto de instituciones del mercado
de trabajo que tienden a favorecer un alto
desempleo, en particular los beneficios
por desempleo, la protección del empleo
y la negociación colectiva. Estas institucio-
nes amplificaron los efectos de las pertur-
baciones agregadas, las cuales parecen ha-
ber sido similares en el resto de países de
la OCDE, excepto por cambios más seve-
ros de la demanda de trabajo en España.

Una importante razón por la que España
escogió tales instituciones fue el momen-
to histórico en el que se crearon. Las ins-
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GRÁFICO 2
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cosas, por: a) una volatilidad notable; b)
diferentes tasas de desempleo para los
distintos grupos poblacionales; y c) un
comportamiento peor al de los países de
su entorno. A continuación, se describen
brevemente los dos primeros puntos,
centrándonos en el tercero de ellos para
explicar la evolución del desempleo du-
rante el período 1978-2003 (7).

Como ya se comentara anteriormente, a
finales del año 1975 la tasa de desempleo
española se situaba en torno al 3,4%. A
partir de ese momento, y durante un pe-
ríodo de 10 años, aumentó incesantemen-
te, alcanzando un máximo del 21,4%, pa-
ra caer con posterioridad hasta un 16,3%
en 1990-1991 y volver a crecer hasta un
24,1% en 1994. Desde 1995 ha experi-
mentado una disminución continua, hasta
alcanzar un 12,9% en 2001.

El desempleo tiene un impacto muy dife-
rente sobre los diversos grupos de pobla-
ción. La diferencia entre las tasas de
desempleo masculina y femenina se en-
cuentra actualmente en torno al 10%. La
tasa de desempleo de los varones con
edades comprendidas entre los 16 y 24
años es aproximadamente un 10% mayor
que la de las mujeres, y para las mujeres
alrededor de un 20% mayor que la co-
rrespondiente a los varones con edades
comprendidas entre los 25 y 54 años. Los
hombres que poseen una titulación supe-
rior presentan una tasa de desempleo un
6% menor que aquellos que no la pose-
en, mientras que para éstas esta diferen-
cia es del 14%. La tasa de desempleo va-
ría a través de las distintas regiones
españolas, desde aproximadamente un
6% en las Islas Baleares hasta alrededor
de un 22% en Andalucía (8).



tituciones laborales fueron establecidas
en la transición de la dictadura a la de-
mocracia y en medio de la profunda rece-
sión de los años 1970. Estas circunstan-
cias llevaron a un intento por compensar
el bajo nivel del gasto en protección so-
cial, conduciendo, de esta manera, a unas
instituciones excesivamente protectoras
del trabajo. Así, el despido se mantuvo
costoso y el desempleo fue provisto de
una generosa ayuda económica.

Esto también permite explicar por qué
fue posible reformar las instituciones en
la década de los noventa. En 1991, la di-
ferencia de gastos en protección social
con respecto a la UE12 se había reducido
hasta un 4% del PIB. Simultáneamente,
los trabajadores desempleados y tempo-
rales sobrepasaron a los trabajadores per-
manentes como proporción de la fuerza
laboral, haciendo políticamente viable re-
ducir la protección en el margen.

La anterior explicación también permite
dar una respuesta a la reciente caída del
desempleo. Ésta representa, en cierta me-
dida, una disminución del desempleo es-
tructural. En concreto, el desempleo es-
tructural disminuyó un 7,4% entre 1995 y
2001, alcanzando un 14,5% en este último
año, frente a una caída del 11% del des-
empleo real. Las causas de esa caída del
7,4% se estiman en un 3,6% atribuible a la
bajada de los impuestos salariales, un 2,9%
atribuible a la disminución de los benefi-
cios por desempleo y un 0,9% imputable a
la caída de los márgenes sobre el precio
de coste. En pocas palabras, la reducción
del desempleo en los últimos años se de-
bió, en parte, a las importantes reformas
del mercado laboral de 1994 y 1997, que
han ido en la dirección de eliminar rigide-
ces que operan en contra del empleo.

Mirando al futuro

Para los próximos 25 años se vislumbran
cambios socioeconómicos notables que,
sin duda, pondrán de nuevo a prueba la
capacidad del mercado de trabajo español
para acomodar perturbaciones por el lado
de la demanda y de la oferta de trabajo.

Por el lado de la demanda, la globaliza-
ción, los cambios tecnológicos continuos y
la mayor competencia producirán mayor
heterogeneidad en los tipos de puestos de
trabajo que se crearán y requerirán de las
empresas mayor flexibilidad para adaptar-
se a dichos cambios. Por el lado de la ofer-
ta, el aumento de la participación laboral
de las mujeres, el envejecimiento de la po-
blación activa y la inmigración también
producirán un aumento de la heterogenei-
dad por el lado de la oferta de trabajo.

Ante esta situación, la configuración insti-
tucional del mercado de trabajo español
habrá de ser modificada, una vez más, pa-
ra adaptarse a dichos cambios socioeconó-
micos. Cambios en la protección por des-
empleo, en la legislación sobre protección
al empleo y en el sistema de pensiones
son necesarios para que aumenten las ta-
sas de empleo de trabajadores de mayor
edad que, en la actualidad, mediante las
prejubilaciones y jubilaciones anticipadas,
son los trabajadores con mayor probabili-
dad de ser desplazados en procesos de re-
estructuración de plantillas.

También son necesarios cambios en las po-
lítica activas del mercado de trabajo, en la
actualidad bastante ineficaces a la hora de
favorecer el emparejamiento entre trabaja-
dores desempleados y puestos de trabajo
vacantes. Todos estos cambios, además,
deberán ser favorables a la recuperación
del crecimiento de la productividad, que,
en la última década, ha caído considerable-
mente, dificultando la convergencia en ren-
ta per cápita de la economía española con
la de otros países de nuestro entorno.

Notas
(1) Para una descripción más detallada de las
sucesivas reformas que han configurado las
instituciones del mercado de trabajo español,
véase Segura (2001).
(2) Para más detalles sobre la reforma de la
negociación colectiva en España, véase Bento-
lila y Jimeno (2002).
(3) Para un análisis más detallado sobre el sis-
tema de beneficios por desempleo en España,
véase Bover et al. (2002).  
(4) Véase Kugler et al. (2002).
(5) La fuente es S. Nickell y L. Nunziata, Labor
Market Institutions Database, versión 2.00,
1960-1995.

(6) La fuente estadística fundamental para estu-
diar la situación laboral de la población espa-
ñola es la Encuesta de Población Activa (EPA).
Esta encuesta ha sufrido varios cambios meto-
dológicos durante los últimos 25 años, que han
afectado a la definición de las variables, el dise-
ño de la muestra, el trabajo de campo, etc. Por
tanto, es difícil obtener una serie homogénea
con la que seguir la evolución en el tiempo de
las tasas de actividad, empleo y desempleo de
los distintos grupos de población. Las cifras ci-
tadas en el texto se obtienen de unas series di-
fundidas recientemente por el INE, que ha utili-
zado ponderaciones homogéneas.
(7) Este apartado se basa en un trabajo conjunto
con Samuel Bentolila, al que agradezcemos nos
haya permitido utilizar algunos de los resultados
obtenidos en dicho trabajo para esta exposición.
(8) La desviación estándar a través de regio-
nes en 1985-2000 (5,3), es mayor que en Fran-
cia (2), el Reino Unido (2,7) o Alemania (3,3),
aunque menor que en Italia (6).

Bibliografía
BENTOLILA, S. y JIMENO, J. F. (2002): La Re-

forma de la Negociación Colectiva en Espa-
ña, FEDEA, documento de trabajo 2002-03. 

BENTOLILA, S. y JIMENO, J. F. (2003): Spanish
Unemployment: The End of the Wild Ride?,
FEDEA, documento de trabajo 2003-10.

BLANCHARD, O. y WOLFERS, A. (2000): «The
Role of Shocks and Institutions in the Rise of
European Unemployment: The Aggregate
Evidence», Economic Journal, 110, pp. 1-33.

BOVER, O., ARELLANO, M. y BENTOLILA, S.
(2002): «Unemployment Duration, Benefit
Duration, and the Business Cycle», Econo-
mic Journal, 112, pp. 223-265.

BOVER, O., GARCÍA PEREA, P. y PORTUGAL,
P. (2000): «Labor Market Outliers: Lessons
form Portugal and Spain», Economic Policy
31, pp. 379-428.

EUROPEAN COMMISSION (2002): «Statistical
Annex of European Economy».

JIMENO, J. F. (1996): Los Efectos Visibles de la
Reforma Laboral de 1994, FEDEA, docu-
mento de trabajo 96-09.

JIMENO, J. F., AHN, N., BLANCO, J. M. y FEL-
GUEROSO, F. (2003): «Movilidad Geográfi-
ca, Inmigración y Desempleo en España». 

KUGLER, A., JIMENO, J. F. y HERRANZ, V.
(2002): Employment Consequences of Res-
trictive Permanent Contracts: Evidence
from Spanish Labor Market Reforms, IZA,
Discussion Paper 657.

SEGURA, J. (2001): «La reforma del mercado de
trabajo español: un panorama», Revista de
Economía Aplicada, 25, vol. IX, pp. 157-190.

J. F. JIMENO SERRANO / A. ORTEGA MASAGUÉ

ECONOMÍA INDUSTRIAL N.os 349-350 • 2003 / I y II

110


